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Introducción

 

 

 

 

El presente volumen analiza el accionar de los diputados federales por Sonora entre 1920 y 1929, avanzando del nivel descriptivo al analítico para estar en posibilidades de comprender una parte sustancial de la historia política de Sonora a través del estudio de los hechos, factores, circunstancias y personajes que conformaron una estructura social determinante en el naciente Estado posrevolucionario, tanto para la historia de nuestro país como para la construcción de su sistema político.

Lo anterior se logra por medio de un análisis documental acerca de los sucesos relevantes en la historia de Sonora que fueron presentados y discutidos en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión durante el periodo, mismos que generaron identificación de causas políticas, económicas y sociales de la entidad. Conocer la participación del Congreso de la Unión en la solución de las demandas expuestas a través de diversos instrumentos del derecho parlamentario será la labor analítica y de investigación para dar seguimiento, control y evaluación de los asuntos en los que participaron los legisladores federales por Sonora.

El trabajo se organiza por legislaturas federales, abarcando las legislaturas xxix, xxx, xxxi, xxxii y xxxiii, considerando como punto de partida el congreso constituyente de 1917, pero la investigación se concentra en el periodo 1920-1929, etapa de gran relevancia para la vida del país y del estado de Sonora. En este lapso se identificará la agenda de la Cámara de Diputados para medir su impacto y eficiencia legislativa, así como el tratamiento y desarrollo de los temas que allí se discutieron; de esta manera, se revisarán las iniciativas, acuerdos, comunicados, pronunciamientos, invitaciones, y temas debatidos.

Otro objetivo es identificar y analizar las actividades parlamentarias y los vínculos que se establecieron entre los diputados federales por Sonora con los presidentes Adolfo de la Huerta, Álvaro Obregón Salido y Plutarco Elías Calles, para conocer las condiciones políticas que hicieron posible la consolidación de este grupo de políticos-militares en el poder durante tres mandatos continuos entre 1920 y 1928. También, a través de los instrumentos del derecho parlamentario, como iniciativas, puntos de acuerdo, comunicaciones e integración de comisiones, se estudiará el trabajo político y la agenda legislativa de los diputados federales y sus vínculos con los grupos de poder en la entidad, partiendo de sus posicionamientos públicos e identificando su respaldo o censura a los proyectos políticos sometidos a dictamen por los presidentes de la república.

En los elementos descriptivos buscaré documentar los nombres, trayectorias y corrientes políticas de los diputados federales, incluyendo en el estudio los distritos electorales a los que pertenecían, los nombres de sus suplentes, y revisando la estructura de las comisiones tanto ordinarias, especiales y de investigación que se integraron al interior del Congreso de la Unión y a las que pertenecieron. La conformación de la Cámara de Diputados generó una representación plural en el Congreso de la Unión por las legislaturas del estado de Sonora, por lo que estudiar la participación y desempeño de sus diputados federales permitirá identificar sus trayectorias, corrientes e intereses políticos.

Uno de los principales objetivos de este trabajo es estudiar a los legisladores sonorenses en el contexto de la consolidación de la vida institucional en la época posrevolucionaria, así como su adaptación a la dinámica nacional en un proceso que evolucionó hacia el cambio de las estructuras legales. Este periodo está inserto en lo que algunos analistas reconocen como una etapa fundacional de las instituciones y de la forma de gobierno. Legislativamente son años muy intensos, en los cuales se dio forma a las instituciones —entonces inexistentes— del México moderno y se procesaron piezas de la legislación secundaria de la constitución de 1917. 

Estudiar dentro del periodo 1920-1929 a los presidentes de la república, sonorenses también, el papel que desempeñaron en la dinámica del sistema político y el desarrollo del trabajo parlamentario, son algunos de los principales propósitos de esta investigación, donde la influencia del Ejecutivo federal y de los gobernadores de los estados en las actividades de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión manifiesta la correlación de fuerzas existentes, su capacidad de control en las legislaturas federales y el manejo político de sus proyectos personales o institucionales. Lo anterior plantea la pregunta: ¿cuáles fueron los principales problemas y desafíos que enfrentaron en la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión los presidentes Adolfo de la Huerta, Álvaro Obregón Salido y Plutarco Elías Calles?

Revisar la actividad de los legisladores federales de la entidad puede enriquecer la historia de Sonora del siglo xx. La actividad parlamentaria en el Poder Legislativo federal es reflejo de lo que ocurre en el país, es una caja de resonancia, y a la vez que ejerce su función como órgano legislativo del estado cumple funciones de control político, así como de denuncia, protagonismo, espacio de negociación y proyección de acontecimientos que ocurren en las entidades federativas. Este trabajo pondrá especial énfasis en aquellos eventos determinantes en la vida parlamentaria del país, y particularmente del estado de Sonora, que denominaremos puntos de inflexión, en cada una de las cinco legislaturas a estudiar; estos eventos fueron precedentes para el sistema político mexicano y determinaron la participación del Congreso en la construcción del Estado mexicano y sus instituciones. 

Son muy diversos los acontecimientos en los cuales los representantes del estado de Sonora tomaron la palabra en la tribuna nacional; a éstos se pretende dar seguimiento y análisis, prestando especial atención a su relación política con los titulares del Poder Ejecutivo. Lo anterior permitirá conocer también la historia de la agenda legislativa del estado de Sonora ante el Congreso federal, sus problemas internos, necesidades de recursos, denuncias, así como el desempeño y los intereses de sus figuras políticas.

Para lograr lo anterior empleo un enfoque diacrónico y sincrónico, ya que no sólo es importante estudiar el hecho en sí, sino también su contexto, para ofrecer un análisis más completo y profundo del tema que permita hacer una contribución a la historia política del estado de Sonora, al proponer nuevas interpretaciones de las características del sistema político en el transcurso de la segunda década del siglo xx. 

El libro se compone de cinco capítulos que se integran de la siguiente manera. En el primero se exponen las aportaciones teóricas y conceptuales empleadas para aproximarnos a la comprensión de los temas a investigar, desarrollando los conceptos ciudadanía y representación, para posteriormente abundar sobre la formación del Estado posrevolucionario y sus características. Después, se maneja el tema de la hegemonía y el poder político, para identificar las características del sistema político mexicano en construcción durante la segunda década del siglo xx, y finalmente se identifica la consolidación hegemónica del grupo sonorense en el poder y las condiciones para su posterior institucionalización.

El segundo capítulo presenta una contextualización del lugar y los personajes, en él se muestra un preámbulo descriptivo de la entidad durante los años del Porfiriato, para después realizar un estudio biográfico paralelo de Adolfo de la Huerta, Álvaro Obregón y Plutarco Elías Calles, que permite comprender el cruce de caminos en sus respectivas trayectorias políticas. En este mismo capítulo se exponen los planes revolucionarios y las circunstancias que se presentaron durante su aplicación, los cuales marcan el comienzo y el fin del periodo de estudio: 1920 para el Plan de Agua Prieta y 1929 para el Plan de Hermosillo. Inserto en este espacio temporal se encuentra el estudio de la serie de eventos que surgieron en la vida de la república, dirigiendo el enfoque a la participación de los diputados federales por Sonora.

En el capítulo tercero se entra en materia descriptiva a través de una revisión exhaustiva del diario de debates del Congreso sobre el desempeño de los diputados federales por Sonora durante las cinco legislaturas que integran el periodo revisado, para conocer sus actividades legislativas y la agenda parlamentaria de Sonora en la Cámara de Diputados. El capítulo cuarto aborda el contexto analítico de los temas recogidos en los debates, para poder ofrecer una interpretación de las participaciones de los diputados federales por Sonora. Se emplea este capítulo, así como los anexos, para aportar —a través de los archivos disponibles— los datos biográficos, vínculos y trayectorias de los personajes que integran el objeto de estudio.

Es necesario destacar, adelantando lo expuesto en las conclusiones, el trabajo de la Cámara de Diputados como un factor de gobernabilidad y estabilidad en la consolidación del sistema político mexicano durante la segunda década del siglo xx. El Congreso fue un factor de equilibrio de poder y un contrapeso del Ejecutivo federal durante los gobiernos posrevolucionarios, enmarcados por un contexto caudillista y de poderes fácticos.

Por ello se explicará la conformación de un grupo hegemónico integrado por los presidentes de origen sonorense –Adolfo de la Huerta, Álvaro Obregón y Plutarco Elías Calles. Durante el transcurso de sus respectivas presidencias, las confrontaciones políticas que motivaron su desarticulación como grupo hegemónico se pueden explicar a través de la conformación de corrientes políticas al interior de la Cámara de Diputados, donde las actividades parlamentarias de determinados personajes, identificados como hombres de confianza u operadores políticos de los jefes revolucionarios, contribuyen a explicar el desenvolvimiento de los diferentes acuerdos y conflictos cuya resolución requería la participación del Congreso.

Una última aportación me permite profundizar en la historia parlamentaria de Sonora, ubicando la activa participación de la agenda legislativa estatal en el Congreso de la Unión, principalmente en temas de índole local durante el periodo 1920-1929. Respecto a las actividades de los diputados federales por Sonora, podemos concluir que se remiten principalmente a la exposición de problemáticas locales y a la manifestación de conflictos al interior de los grupos encabezados por los tres principales jefes revolucionarios sonorenses, y, que de igual manera, salvo las destacadas actuaciones de algunos legisladores, el estudio de los diarios de los debates arroja una modesta participación en la discusión de los temas nacionales y la elaboración de leyes discutidas en los años de estudio.




 





I. Ciudadanía, revolución y hegemonía

 

 

 

Ciudadanía y representación

François Xavier Guerra considera que los conceptos “ciudadano” y “nación” son “novedades del mundo moderno, dos figuras íntimamente ligadas con la soberanía del mundo latino” (Guerra 1999, 33). La “nación” se opone a la idea absolutista del rey, lo sustituye: nación en lugar de reino, ciudadano en vez de súbdito; bajo esta lógica, el ciudadano es el componente de la soberanía colectiva. En América Latina cada nación se amoldó a su realidad, a partir de las Cortes de Cádiz, transformando sus sistemas representativos, que de alguna manera fueron inspirados por el pasado y que acompañaron los procesos democráticos de los países colonizados, así como las diferentes prácticas que favorecieron una nueva cultura política, como señala Carlos Malamud.1

Estos conceptos llegaron a México, provenientes de Europa, al inicio de su lucha de independencia, por tanto, surgen con la vida de México como república. Sin embargo, aunque hubo influencia de los modelos francés, inglés y americano, en “la transición del Antiguo régimen al liberalismo, la Constitución de Cádiz fue un referente ideológico e histórico fundamental” (Mejías 2000, 294). Sonia Alda Mejías señala que la constitución de Cádiz permite revisar la construcción de la ciudadanía en América Latina, es decir, “El ciudadano, la nación, las elecciones, el régimen representativo, la igualdad ante la ley, los derechos del hombre y muchos otros elementos constitutivos de nuestros modelos políticos actuales” (Guerra 1999, 33) son realidades que cumplen su bicentenario en México. Entonces, si la ciudadanía surge desde la constitución de Cádiz pero sigue interactuando con realidades recientes, ¿cómo se podría definir a la ciudadanía? 

Pietro Costa aporta una definición muy atinada: se debe entender por ciudadanía “la relación política fundamental; es decir, la relación entre un individuo y el orden político-jurídico en el cual está inserto” (Costa 2006, 35). Guerra, por otro lado, califica la construcción del concepto ciudadano como “el momento revolucionario fundamental de la América hispánica por la extraordinaria ruptura que representa con el Antiguo Régimen” (Guerra 1999, 58).

En la Nueva España, desde que la soberanía fue reasumida por el pueblo en ausencia del Rey, aquél la ejerció a través de los poderes públicos por su voluntad colectiva. En el caso de los representantes populares a las Cortes de Cádiz, éstos fueron una conexión entre los individuos y ese orden político al cual pertenecían, en tanto que los legisladores gaditanos lo proveían del orden jurídico al cual también se sometieron. Éste es un proceso continuo que supuso una condición democrática, puesto que la elección libre integró la primera representación nacional. Las constituciones del México independiente reservaron a los diputados el carácter de representantes de la nación; dicha condición, explica François Xavier Guerra, viene desde las Cortes de Cádiz, que reconocen una nación compuesta por individuos que nombran a los diputados que los representan, “lo cual implica que ni los cuerpos y estamentos ni, estrictamente hablando, las provincias y los pueblos son representables” (ibíd., 43).

Por tanto, desde la constitución gaditana de 1812 la posición que desempeñaba un diputado era la de representante de la nación, no sólo del distrito que lo había elegido. “El diputado, como en la Francia revolucionaria, no es el representante de la circunscripción que lo ha elegido, sino de la nación, de una colectividad única y abstracta” (ídem). La caracterización de ese individuo es la que otorgaba, de un modo restringido, la categoría de ciudadano, que lo distinguía del nacional o extranjero, titular de derechos civiles y políticos, capaz de elegir y ser elegido.

Alicia Hernández Chávez sostiene que los mexicanos, desde la Colonia hasta la república, han luchado por sus derechos ciudadanos. Este fenómeno de reorganización política se manifestó desde antes de la independencia, cuando en 1808, con la invasión napoleónica a la península ibérica y la abdicación del rey de España, Fernando VII, reconocido en la Nueva España como su soberano, se modificó el pacto social, devolviéndole a las colonias la soberanía popular. Esta situación propició que el pueblo, entonces titular de los derechos políticos, decidiera la forma de su gobierno. A partir de entonces la lucha radicó en la forma de gobernarse, bajo el común denominador del factor legalidad, que tras la independencia no era dada por las leyes sino por las costumbres, normas reconocidas por todos los ciudadanos que otorgaban un consenso jurídico denominado “cultura de la legalidad”; bajo este esquema, una sociedad libre sabía distinguir cómo elegir a un representante, el cual debía reunir dos cualidades básicas: “un modo honesto de vivir” y “la capacidad intelectual para ello (notable por su modo de razonar)” (Hernández Chávez 1994, 22).

François Xavier Guerra afirma que en el vecinazgo se encuentra el origen en el que se integran las naciones, es decir, el arraigo y pertenencia al lugar; a partir de ser vecino de la comunidad se da paso a la ciudadanía, plena de derechos, ya que muchos de los atributos del ciudadano “remiten, generalizándonos y abstrayéndolos, a los del vecino” (Guerra 1999, 47). En el imaginario y el consciente colectivo, así como en el orden jurídico colonial, la comunidad se integraba por familias; Guerra sostiene que antes del individuo “la base de la nueva representación es la familia, no sólo como comunidad de sangre, sino como domus” (ibíd., 48), es decir, en la época colonial el jefe de familia era el representante de todos los que habitaban el mismo techo. Sonia Alda Mejías concuerda con el hecho de que socialmente el jefe de familia representaba el “ideal del ciudadano, en la medida que sus responsabilidades como propietario y padre le inducían a tomar decisiones tendientes a preservar el orden establecido” (Mejías 2000, 98); si a ello agregamos la libertad e independencia, tenemos que los ciudadanos propietarios crearon condiciones morales y una red de intereses que contribuyeron a la prosperidad general de las comunidades, evitando la inestabilidad política. 

Dicha organización social, en el plano electoral, se llevó a las demarcaciones municipales para reflejar en el espacio territorial la vecindad como integración básica de los lazos comunitarios, señal de confianza y continuidad de las prácticas de Antiguo Régimen; incluso en las disposiciones electorales españolas se facultaba a la junta electoral para recabar el voto de manera oral ante la mesa.2 Si bien es cierto que estos mecanismos no eran los más prácticos, sí permitían la libre manifestación del ciudadano, así como la elección legal de sus representantes, sin llegar a ser todavía referentes de la diversidad social. 

La constitución española de 1812 suponía también para los habitantes de la Nueva España una manera diferente de gobernarse. “La representación, tal como ellos la concebían, no tenía como objeto reflejar la heterogeneidad social y arbitrar pacíficamente las diferencias o los conflictos que resultaban de la diversidad de intereses y opiniones” (Guerra 1999, 52), de tal manera que los esfuerzos de los constituyentes gaditanos por lograr un adecuado sistema electoral para garantizar la representación ciudadana tuvieron el propósito de marcar el camino de la democracia a las futuras generaciones.3 En México, después de la constitución de Cádiz, Hernández Chávez distingue dos aspiraciones, producto de la lucha por la independencia: la del “reconocimiento de los derechos de vecindad” (Hernández Chávez 1994, 23), sostenida por los ejércitos de Hidalgo y Morelos, y la de la constitución de Cádiz de 1812, que era la de constituirse en Ayuntamiento, con los derechos y prerrogativas que implicaba.

Esta segunda opción es la que ofrece mejores condiciones para analizar la representación ciudadana y la constitución de gobiernos locales. Dicha conformación de ayuntamientos fue un proceso exitoso en el México independentista, ya que “entre 1812 y 1814 se organizaron casi 900 ayuntamientos constitucionales” (ibíd., 24) que acogieron la nueva constitución. De esta manera, el municipio permitió la conformación de las entidades federativas y fue la base de la nueva organización política y social de la naciente república en 1824, siendo “el mecanismo esencial para la elección de los representantes en el Congreso de la Unión, del presidente de la República y de la Suprema Corte de Justicia” (ibíd., 30).

En el municipio el ciudadano encontró el espacio propicio para el ejercicio de las libertades, la representación y el gobierno propio. La ciudadanía se otorgaba a los varones oriundos del lugar, de manera que para ser ciudadano había que ser originario del lugar con derechos patrimoniales o vecino con arraigo ganado con el tiempo o mediante la defensa de su patria. La condición de ciudadano, al constituirse como titular de la soberanía, otorgó principios de igualdad a los habitantes, reconociendo sus derechos políticos y superando su condición social o étnica. Este esquema básico de organización ciudadana permitió nuevamente, a partir del municipio, la organización electoral, que era la garantía de los ciudadanos de votar y ser votados, condición indispensable para la democracia y “célula básica que garantiza un mínimo de gobernabilidad del país” (ibíd., 35).

La “gobernabilidad” es un concepto determinante de la nueva organización social, retomado por Antonio Annino por las dificultades que ha encontrado en su interacción con el concepto “ciudadanía”, que ha adquirido significados diversos a lo largo de la historia. La dificultad radica en que mientras la gobernabilidad representa “el conjunto de las condiciones que hacen posible gobernar un país” (Annino 1999, 62), la ciudadanía se ha ido desarrollando en la medida que ha avanzado el Estado liberal mexicano, incluso con algunos antecedentes previos a su conformación republicana.4 Lo anterior ha ocasionado un conflicto de interpretación que Annino trata de resolver señalando que ha sido la fuerza de la ciudadanía, y no su debilidad, la que trajo problemas de gobernabilidad al país.

La ciudadanización adquirió diferentes matices e interpretaciones a lo largo del territorio nacional a pesar de los derechos otorgados por Cádiz; a dicha multiplicidad de interpretaciones se le agregó una noción más profunda, la soberanía, que acarreó luchas por la gobernabilidad cuando la carta gaditana se aplicó en México por las autoridades coloniales. La lucha contra los liberales mexicanos tenía un doble efecto con la aplicación de la constitución de Cádiz, ya que a la vez que otorgaba derechos generaba conflictos de gobernabilidad: “la carta gaditana era un recurso estratégico en la lucha contra los insurgentes de Hidalgo y Morelos, porque podía satisfacer las demandas autonomistas de las sociedades locales” (ibíd., 70). En tales circunstancias, cualquier instrumento legal de control social era útil para las autoridades virreinales ante un levantamiento popular que se extendía por el territorio ganando derechos liberales, ya sea a través de las comunidades o los municipios recién constituidos, por ello Annino afirma que “la ciudadanía liberal se difunde y se consolida antes de la República liberal” (ibíd., 71).

¿Cómo se resolvió entonces en Cádiz el dilema de ser simultáneamente ciudadano y súbdito, toda vez que, por un lado, la retroversión de la soberanía beneficiaba a la naciente ciudadanía del territorio mexicano, y por otro, las autoridades seguían gobernando bajo esquemas coloniales de Antiguo Régimen? La respuesta no es muy clara, son años confusos, quizá incluso de una interpretación contradictoria; Annino lo reconoce como una línea divisoria casi imperceptible en la frontera entre el ciudadano moderno y el súbdito antiguo. La representación política americana en Cádiz hubo de debatir primeramente la ubicación de la soberanía, partiendo de dos posicionamientos divididos por los adverbios: el de los diputados americanos, que ubicaban a la soberanía “originalmente” en la nación, contra la opinión de los liberales españoles, quienes afirmaban que estaba “esencialmente” en la nación. “Los dos adverbios concretaban dos concepciones distintas y opuestas de la soberanía y de sus relaciones con la representación” (ibíd., 76).

Estas posiciones, irreconciliables, no permitían la integración de la representación nacional —ya que al ser depositada la soberanía en la nación, jamás podía ser delegada a las instituciones representativas—, por lo que la cuestión quedó sin dirimirse, a pesar de que las dos posiciones compartían puntos comunes, como la extensión de la soberanía a los indios. Por tanto, la soberanía, única capaz de emanar y soportar el peso del poder nacional, se mantuvo suspendida entre el liberalismo y el contractualismo frente a la vía electoral. La cuestión se resolvería de fondo en los textos constitucionales de la república mexicana, que sostienen hasta la actualidad que “la soberanía reside esencial y originalmente en la nación […] Para valorar la perduración de este dilema estratégico basta leer las constituciones mexicanas del siglo xix; en todas, federales o centralistas, se afirma que la soberanía reside esencial y originariamente en la nación” (ídem).

Lo que no pudo evitar la nueva conformación republicana que aspiraba a la igualdad de derechos fue la integración de élites que, producto de las desigualdades económicas, fueron propiciando los movimientos liberales hasta la constitución de 1857, por tanto, la igualdad política no derivó en igualdad social. Las condiciones materiales de la élite se incrementaron hasta rebasar las posibilidades equitativas de organización social. En este esquema, la organización social ya no puede regirse solamente por criterios políticos —los cuales ya estaban hasta cierto punto determinados por la constitución— ni por condiciones económicas —las cuales abrieron más la brecha entre ricos y pobres arrastrada desde la Colonia. 

En esos años, segunda mitad del siglo xix, un factor de organización social era la guerra interna o externa. Hernández Chávez reconoce en la conformación de la Guardia Nacional un elemento de transformación de la generación republicana y de las organizaciones sociales y políticas tradicionales. “La Guardia Nacional se transformó […] en la primera organización nacional ciudadana y republicana con bases en todos los pueblos, villas y ciudades” (Hernández Chávez 1994, 55-56), dando paso a una nueva figura con respaldo popular: el ciudadano armado, “[…] defensor de su patria, su hogar, su región, [bajo cuyo concepto] se extendieron masivamente en México los derechos ciudadanos y los derechos políticos” (ibíd., 55). Fue tan relevante su conformación que instauró nuevas prácticas políticas que propiciaron una nueva organización social para la autodefensa, la importancia de unirse para protegerse y la posibilidad de elegir a quienes los defenderían. “La Guardia Nacional dio nacimiento a una nueva práctica política, la de los ciudadanos armados que elegían directamente a sus oficiales” (ibíd., 56).

Esta práctica política es la votación directa, procedimiento que no se había ejercido dado que los sistemas de representación política anteriores se fundaban en procedimientos de elección indirecta: “A través de esta nueva práctica política, la votación directa, los ciudadanos reivindican derechos plenos en las elecciones de los municipios, de los diputados (estatales y federales) e incluso en las elecciones de los gobernadores” (ídem). Esta nueva organización social arrojó una práctica política popular, diferente de la elitista hasta el momento establecida, y propició un esquema distinto de ascendencia en la escala social: el mérito militar, donde una buena trayectoria en el ejército podría otorgar al pobre la posibilidad de acceso al poder y a la representación popular. La constitución liberal de 1857 recuperó con fuerza el esquema federalista de organización política, descansó en el Congreso la dirección política y económica de la nación en los asuntos de la Federación, y devolvió al ciudadano el poder reivindicador de la ley, así como de decisión, otorgando el mandato a sus representantes populares, hasta que la dictadura de Porfirio Díaz transformó las ventajas republicanas en ventajas particulares para su régimen político. 

La autonomía municipal y el sufragio directo esperarían hasta convertirse en logros de la Revolución de 1910, antes de ello, las luchas por los derechos sociales acompañarían a los liderazgos gremiales o locales ante las oligarquías políticas y los cacicazgos regionales, más atentas del progreso material y el control político que del desarrollo de las libertades ciudadanas, caracterizando este proceso, en palabras de Hernández Chávez, como un “viraje político”.5 Esto derivó en un debilitamiento de la instancia municipal debido al autoritarismo estatal, y a su vez del gobierno federal, y para lograr un control efectivo se reforzó la figura del jefe político de distrito. El jefe de distrito agrupaba en su jurisdicción regional varios municipios, representando una autoridad intermedia entre la estatal y la municipal, a la vez que realizaba funciones de control y vigilancia del gobierno local, resultando “la ruptura acentuada entre jefe político y municipios” (ibíd., 94).

En algunas entidades los jefes de distrito eran electos, y en otras fueron designados por los gobernadores, lo que con el tiempo derivó en una instancia intervencionista que incomodaba a los presidentes municipales. Este conjunto de condiciones políticas, producto de un régimen que no procesaba atinadamente las manifestaciones de oposición, aunado a factores de crisis económica, propiciaron un “distanciamiento progresivo entre pueblo y élite” (ibíd., 93) a principios del siglo xx, que concluyó en un resurgimiento y reorganización ciudadana en torno a los ideales de la Revolución de 1910.

La organización ciudadana previa al estallido revolucionario avanzó sigilosamente a través de los clubes liberales, donde “las demandas insatisfechas por el régimen fueron mejor recogidas por las redes organizativas liberal-constitucionalista y católica social” (ibíd., 142). Dentro de la ideología liberal, la corriente liberal-constitucionalista fue la que logró integrarse con mayor éxito a nivel nacional y representar una opción ciudadana de cambio acompañada de programa e ideología, los dos componentes capaces de sostener una alternativa viable de cambio al régimen político establecido.6 Sin embargo, ni la ideología ni el programa pudieron avanzar consistentemente en el cambio de régimen debido a la represión de que fueron víctimas las diversas organizaciones liberales y al fraude electoral de 1910, por tanto, la única opción que dejaron a la organización social fue el levantamiento armado. 

Francisco I. Madero había recorrido el país organizando los clubes antirreeleccionistas que ya existían —“conocemos la existencia, en 1910, de 137 clubes distribuidos en todos los estados” (ibíd., 154)— y de otros que habían aprovechado el impulso de los grupos opositores a la reelección y que se habían agrupado en torno a la candidatura del general Bernardo Reyes a la vicepresidencia del país. El bando contrario al interior de la contienda porfirista era la candidatura de “los científicos”, encabezada por Ramón Corral. Finalmente, Díaz se inclinó por Corral, y a Reyes lo mandó a Europa en una comisión militar. Ante el desamparo político los seguidores se agruparon: “los reyistas, sin Reyes, siguieron actuando como grupo y se reorganizaron en el Partido Nacionalista Democrático” (ibíd., 153), mientras los partidarios de Madero se unieron al Partido Antirreeleccionista, plataforma conformada por personas que tenían años de experiencia y lucha democrática en todo el país, quienes lo llevarían a la presidencia.

Hernández Chávez señala que la revolución mexicana no sólo fue un movimiento reivindicador de demandas sociales, sino también un proceso de organización “para dar nacimiento a una realidad distinta que asegurara al país una nueva forma de gobernabilidad” (ibíd., 119). La insurrección prendió a lo largo de todo el territorio nacional, lo que descontroló al ejército federal. Desde el 20 de noviembre de 1910 hasta las negociaciones de Ciudad Juárez, en abril de 1911, transcurrieron cinco meses en los que el régimen se derrumbó sin poder contener los diversos brotes regionales. Porfirio Díaz tampoco quiso exponer al país a más derramamiento de sangre y renunció en mayo de ese año, abandonando el país por el puerto de Veracruz hacia Europa. La Revolución se ganó por la gran cantidad de batallas locales encabezadas por gente del pueblo, es decir, había derrocado un régimen oligárquico y autoritario, y en adelante el reto de los ciudadanos sería hacer gobernable la nueva realidad democrática. 

Para lograr la gobernabilidad y la estabilidad del país se acordó un interinato de cuatro meses a cargo de Francisco León de la Barra, como presidente provisional desde mayo hasta octubre de 1911. Durante este tiempo la organización popular revolucionaria se enfrentó al viejo régimen porfirista en algunos estados de la república. Madero se apoyó en los estados del norte, que lograron restablecer el orden constitucional y mantener la autonomía estatal sin retirar el apoyo a la lucha revolucionaria contra las élites porfiristas de otras entidades. José María Maytorena, Abraham González y Venustiano Carranza, en Sonora, Chihuahua y Coahuila respectivamente, fueron bastiones del maderismo ante el descontrol que empezaba a invadir al país.

El 22 de mayo de 1912 se realizaron elecciones intermedias en el país para elegir a la Cámara de Diputados y renovar parcialmente la Cámara de Senadores, bajo el mecanismo de voto directo por primera vez en el país, producto de la reforma a la ley electoral de mayo de 1912. Este mecanismo electoral, en términos generales, no sólo “favorecía la amplia participación electoral, universal y masculina, sino que también reconocía a cualquier partido o agrupación política de 150 ciudadanos” (ibíd., 171). La apertura democrática permitió participar a un amplio espectro de organizaciones políticas identificadas como católicos, liberales, conservadores, porfiristas, etcétera, en donde destacaron un sinnúmero de coaliciones antimaderistas, cuyo ejercicio democrático no era condición para la ingobernabilidad sino para la pluralidad; como apunta Hernández Chávez: “El México plural no es sinónimo de país ingobernable”.7

En dichas elecciones la capacidad de organización y de demandas de espacio de representación de la ciudadanía rebasó la capacidad de respuesta del gobierno, un hecho inédito que propició el choque de fuerzas entre diputados y senadores, que no supieron manejar a través de coaliciones estables —entre los renovadores encabezados por el hermano del presidente, el diputado Gustavo Madero, y las otras dos fuerzas en el Congreso, conservadores y católicos——, provocando un vacío de poder que generó ingobernabilidad en las altas esferas del Estado. Como todo vacío de poder es utilizado por los oportunistas políticos, los conservadores se apoyaron en el ejército para, a través de un golpe de Estado, cambiar la dirección política del país, intentándolo en dos ocasiones, octubre de 1912 a cargo del general Félix Díaz, y febrero de 1913 al mando del general Manuel Mondragón, ambos resabios porfiristas. 

El gobierno de Madero resistió los embates hasta que en el golpe de febrero el general traidor Victoriano Huerta, comisionado por el presidente para contener la revuelta, se alió a los rebeldes y al embajador norteamericano para detenerlo y asesinarlo. De aquellos gobernadores que habían apostado por Madero desde su campaña presidencial, los de Chihuahua y Coahuila fueron los primeros en defenderlo post mortem para no permitir el gobierno del usurpador. Carranza encabezó la facción más poderosa en defensa de la legalidad, y es a partir de su arribo a Sonora que refuerza al Ejército Constitucionalista en su calidad de Primer Jefe, lo que representó no sólo la respuesta armada en contra de un gobierno ilegítimo, sino la reversión de la soberanía a los estados de la Federación. El gobierno usurpador duró quince meses al no poder contener los embates del norte y la resistencia zapatista en el sur, aunque tampoco le favoreció su relación con los norteamericanos, quienes no lo reconocieron y le negaron armas. 

El triunfo del constitucionalismo instaló a Venustiano Carranza en Palacio Nacional. Su reto fue garantizar la paz a través de acuerdos con las diferentes facciones revolucionarias: villistas, zapatistas y obregonistas, las cuales no pudo conciliar en la Convención de Aguascalientes de 1914, por lo que tuvo que imponer su visión de nación a través de la constitución de 1917, que garantizaba, en términos generales, las demandas políticas y sociales de la Revolución. A partir de entonces, y hasta su muerte en 1920, se empezaría a consolidar un grupo hegemónico de sonorenses que en un primer momento se habían formado a las órdenes de Carranza, y que gradualmente se fueron unificando para confrontarlo y desconocerlo a través del Plan de Agua Prieta de 1920.

La formación del Estado posrevolucionario

Después de la Revolución de 1910, “en esencia popular y agraria” (Knight 2010, 17), el México posrevolucionario fue gobernado durante la década de los veinte por el grupo hegemónico sonorense de “caudillos revolucionarios”.8 El arribo de los sonorenses al poder se da en medio de una lucha por la edificación de un nuevo Estado dentro de un Estado debilitado. Alan Knight afirma que “el Estado mexicano de los años veinte era demasiado débil para erigirse por encima de las clases” (Knight 1986, 9), es decir, ejercer el control de la organización social. Es quizá hasta los años cuarenta cuando el Estado se afirma como un ente articulador y hegemónico de las clases sociales, porque durante los años inmediatos posteriores a la Revolución, particularmente en la década de los veinte, la inversión y la dependencia de Estados Unidos creció, lo que confirma que la clase gobernante de entonces no modificó la estructura económica del Porfiriato.

Knight cita cuatro elementos que entran en confrontación entre la revolución mexicana y el orden de cosas precedente: el Antiguo Régimen (el Porfiriato y el huertismo), los reformistas liberales, los movimientos populares, y la síntesis nacional —el carrancismo/constitucionalismo. Este último grupo en particular se convirtió en la coalición gobernante de los años veinte, debido a que triunfó militarmente sobre los otros grupos en pugna, llegando a ocupar el poder nacional, y porque impuso su visión práctica, ideológica e institucional a través de la constitución de 1917, y posteriormente conformó gobiernos en alianzas hegemónicas con los sectores de poder e influencia política y económica: “Los sonorenses procuraron establecer un gobierno fuerte, estable; promover el desarrollo económico, de acuerdo con criterios capitalistas convencionales, y conseguir cierto equilibrio social con base en la participación política guiada, con límites, y de reformas sociales prácticas, oportunistas inclusive, que no significaron gran reestructuración de la sociedad” (ibíd, 1322).

Knight propone la década de los veinte para juzgar ciertos cambios políticos, sin embargo, la combinación de perspectivas de mediano y largo plazo sería lo óptimo, ya que no se pueden establecer con precisión los cambios producto de la Revolución, así como tampoco es posible atribuir a ésta todos los cambios del país en los años inmediatos. Los cambios en la élite política se presentaron en los grupos gobernantes revolucionarios, “pero eso no justifica decir que una nueva burguesía revolucionaria sustituyó a la antigua, en lo que se refiere a individuos, por lo menos. En el mejor de los casos fue sincretismo de lo viejo y lo nuevo —por medio del matrimonio, en especial” (ibíd., 1324). Knight indica que el Estado anterior a 1940, el que dirigían los sonorenses, era débil y precario: no amalgamaba los factores reales de poder, no tenía bajo su control muchas regiones del país, ni al Congreso, ni al ejército, mucho menos a la Iglesia —con la cual estaba en conflicto—, y continuaba dependiendo en su subsistencia económica y política de Estados Unidos. Es decir, con relación al monstruo ideado por Thomas Hobbes para describir al Estado, “el Leviatán de hoy era aún el pececillo de ayer” (Knight 1986, 15).

En la interpretación del Estado posterior al levantamiento no existen bases para homogeneizar a la revolución mexicana. Si se analiza así a los años veinte se entenderá por qué la Revolución generó cambios importantes e irreversibles en la conformación política y económica de sus estructuras. A largo plazo, hizo posible desarrollos que abrieron oportunidades para sectores de la población que no hubieran tenido posibilidad alguna de lograr éxito; una expresión de ese cambio se da en el aspecto formal en la legislación y la política oficial, la que gobierna con decretos y leyes dentro del marco constitucional. Las mejoras “informales” se manifiestan en las prácticas económicas y la diversificación del tejido social, es decir, el avance genuino de las condiciones sociales por encima y más rápido que la respuesta oficial a los problemas. 

Esos cambios sociales son los que van conformando las conclusiones de Alan Knight en su obra La revolución mexicana, y que permiten establecer al final el “¿qué cambió?”, cuya respuesta abre el abanico de condiciones locales posteriores a la Revolución, a través de casos concretos donde se expresa la realidad de los individuos y sus circunstancias entendibles a través de conductas humanas. El mexicano común y corriente del campo o la ciudad, en su lucha por salir adelante durante la reconstrucción nacional, es el que explica los cambios de la Revolución, “el cambio social informal sin plan ni legislación fue más importante que el formal ‚—discutido, reglamentado y puesto en práctica a veces—” (Knight 2010, 17). A estas realidades corresponden el obrero, el campesino, el migrante, el profesionista, el soldado, sin diferencia de clase o condición, donde todos actuaban en un mismo espacio: “en términos generales, la Revolución tuvo influencia igualadora en lo económico, social y cultural” (ibíd., 1325).

¿Quiénes fueron los que diseñaron las características del Estado mexicano en la etapa posterior al levantamiento armado? En los estudios de la Revolución surgen nuevas interpretaciones, que Luis Barrón (2004) ha tratado de ordenar en su análisis historiográfico de la revolución mexicana, y que esencialmente se ubican entre la visión tradicionalista y monolítica de ésta como un proceso continuo, popular, nacionalista e ininterrumpido —visión representada principalmente por las obras de Frank Tannenbaum, Ernest Gruening, Jesús Silva Herzog y Manuel González Ramírez, por mencionar los autores más representativos—, y la interpretación de los estudios revisionistas apoyados en la historia regional, que empezaron a explicarla bajo esquemas marxistas de lucha de clases, que concluyen en una revolución burguesa que no modificó la estructura del Estado capitalista —entre los principales autores de esta corriente se encuentran John Womack, Adolfo Gilly, Arnaldo Córdova, Jean Meyer y James Cockcroft. 

Frente a estas dos tesis surge una nueva corriente interpretativa de la Revolución, o una tercera generación que alentaba el estudio de la historia social por encima de la historia política, y que llegó con obras como Historia de la revolución mexicana, coordinada por Luis González y González, y de autores como François-Xavier Guerra y Ramón Eduardo Ruiz, que conducen su análisis hacia el triunfo de las clases medias gobernantes y la continuación del capitalismo como proyecto de la élite revolucionaria. A la par devienen una serie de obras dispuestas a analizar el revisionismo y cuestionar el carácter populista de la Revolución, manipulada por la clase media triunfante, para devolverle el crédito al movimiento genuino popular y agrario que se sobrepone en una auténtica revolución que impacta en el desarrollo de la sociedad y la conformación del Estado (ibíd., 37).

Estos estudios, surgidos en la década de los ochenta y representados con las obras que contenían “grandes síntesis académicas” (ibíd., 34), como las de Hans Werner Tobler, John Hart, Friedrich Katz y Alan Knight, abundaron en el carácter nacionalista de la Revolución y su impacto en la conformación del Estado posrevolucionario. Es en la obra de Alan Knight que Luis Barrón considera que los revisionistas tienen el reto mayor, ya que se expone con más fuerza el argumento de una revolución popular con influencia directa en los acontecimientos.9 De aquí en adelante señala que el avance en el estudio de la revolución mexicana se encamina, a partir de los años noventa, al estudio de la nueva historia cultural, particularmente en los estudios latinoamericanos o en los denominados estudios subalternos, que destacan la participación de la mujer, los indígenas y las expresiones artísticas.

Rafael Loyola Díaz afirma que quienes se encargaron de diseñar un proyecto distinto para el desarrollo del capitalismo fueron precisamente los sectores medios, que a su vez, asegurado el triunfo militar, se convirtieron en dirigentes políticos revolucionarios, manipuladores de masas populares, y que ya agotado el esquema caudillista de conducción política se fueron institucionalizando a través de la organización corporativista del Partido Nacional Revolucionario.10 Loyola Díaz expone una tesis central, al señalar que con la muerte del presidente electo Álvaro Obregón, en 1928, se intensificaron los cambios políticos que constituyeron un nuevo aparato de dominación, culminando la fase caudillista de conducción del Estado.11

Reconstrucción nacional, restablecimiento de la paz, reformas legales, recuperación económica y reorganización del aparato gubernamental, eran necesidades apremiantes de la época posrevolucionaria, todas de igual importancia, urgentes y motivo de presiones tanto para las autoridades como para el conjunto social. En el terreno de la reconstrucción, después de la etapa de la lucha armada la infraestructura nacional heredada del Porfiriato se encontraba muy dañada, y se requería comunicar el territorio nacional mediante caminos y puentes. En este contexto, las carreteras que comunicaban con la Ciudad de México, como la de Puebla y la de Cuernavaca, eran un lujo del que muy pocas poblaciones disponían. 

En los años veinte se necesitaban escuelas para una población mayormente analfabeta, hospitales, viviendas, presas, centros de abasto, mercados, aduanas, puertos mercantes, puntos fronterizos. Fuera de las principales ciudades que contaban con industria básica, el país se componía principalmente de comunidades rurales y centros poblacionales que subsistían a partir de actividades primarias como la agricultura y la minería. El reto de la reconstrucción requería la generación de condiciones básicas para las actividades del desarrollo nacional.

En lo tocante al restablecimiento de la paz, a pesar de que Adolfo de la Huerta había logrado con relativo éxito calmar la animadversión contra el carrancismo y de que la candidatura de Obregón despertaba un gran optimismo en torno a la unificación nacional, México seguía siendo un país de hombres y regiones en pugna, donde actuaban muchos contrapesos. La paz se obtenía por etapas y por regiones, dirigiendo los esfuerzos nacionales a las zonas en conflicto y contra quienes se levantaran en armas motivados por los intereses de los caciques locales. Los generales del ejército con mando de tropa se convertían en factores de riesgo según la corriente que representaran, si no es que ellos mismos representaban su propia corriente, y los jefes de operaciones militares acumulaban poder en el territorio que se les designaba y adquirían capacidad de levantarse en armas cuando les conviniera.

Materias de urgente legislación eran las de carácter laboral, financiero, petrolero y sobre la tenencia de la tierra, principalmente. La constitución de 1917 sentaba las bases, pero se requería la legislación secundaria, sobre la que no había acuerdos estables, y el Congreso estaba dividido por facciones o bloques parlamentarios que obedecían a jefes u hombres fuertes regionales. Los temas prioritarios eran reformas que confrontaban intereses en pugna: si se buscaba legislar en petróleo, el conflicto se daba entre las compañías extranjeras y el gobierno; si el tema era la reforma laboral, centrales obreras y patrones se inconformaban; en el tema de la tenencia de la tierra, los campesinos permanecían agraviados por los saldos pendientes de la Revolución.

El México reformista de los años veinte incluye la labor de José Vasconcelos en la Secretaría de Educación Pública durante la presidencia de Álvaro Obregón. La administración le apostó y le invirtió a la educación, lo cual fue muy positivo, pero no era lo único. La reconstrucción nacional podría materialmente y debería ideológicamente iniciar con la educación; sin un pueblo educado, el poder hegemónico no podía emplear el discurso del triunfo de la Revolución. 

De la administración callista destacan reglamentaciones en materia financiera, bancaria, laboral, petrolera, ejidal, castrense, forestal, minera, comunicaciones, en fin, la maquinaria legislativa empezaba a echar vapor para la locomotora del Estado, pero para 1926 “se imponía una política activa”12 que empezó a desacelerar la marcha de la actividad jurídica para dar pie a las reformas constitucionales que permitieran la reelección de Obregón, dificultando los acuerdos parlamentarios, ya que las iniciativas presentadas por el bloque obregonista chocaron con los intereses callistas en el Congreso. 

Las finanzas nacionales se complicaron durante esta década, el país estaba endeudado, y se dependía del crédito externo, principalmente el estadounidense; no había ahorro interno, pues los años de lucha civil no lo permitieron, y a la llegada de los sonorenses había un presupuesto escaso. La recuperación económica podía venir en lo inmediato, de los derechos de las compañías que gozaban de concesiones y de los bancos internacionales, aunque ambos exigían garantías difíciles de cumplir a mediano y largo plazo. La estrategia de recuperación se denominó “nueva política económica”, y el fomento de la economía nacional a través de la consolidación del crédito interno se afianza con la creación del Banco de México en 1925.

Las masas populares pueden iniciar una revolución, pero no sostenerla económicamente. El régimen de los sonorenses, producto de las clases medias, tenía muy claro lo anterior, y por ello buscó alianzas con los capitales, principalmente extranjeros, por lo tanto, no descuidaron nunca la dependencia económica de la nación con Estados Unidos. La construcción del Estado posrevolucionario dependía de la capacidad de acuerdos con los norteamericanos; si no hubiésemos tenido esa dependencia, quizá el acercamiento con Europa hubiese sido más intenso, pero ni comercial ni políticamente tenía posibilidades el gobierno mexicano de descuidar dichas inversiones.

La reorganización gubernamental debía sustentarse primero en una reorganización institucional. Se necesitaba antes que nada crear las instituciones para superar la anarquía dejada por la lucha armada, y la precaria administración pública de la época se sostenía principalmente en los ministerios del régimen porfirista. La vida institucional era necesaria en todo el territorio nacional, es decir, la revolución triunfante necesitaba dejar las armas y convertirse en programa de gobierno, diseñar un nuevo Estado en medio de un “conjunto de fuerzas muchas veces conflictivas”.13

El ideal del Estado-nación se encuentra en los años veinte en un Estado fragmentado, donde los elementos que lo integran —según la tradición jurídica territorio, población y gobierno— se hallaban fraccionados por regiones. Contradicciones entre el centro y las regiones explican la dinámica de lo local, y como señalan Meyer, Krauze y Reyes, “el centro no era tan poderoso como se pudiera creer”.14

Estados Unidos, la Iglesia y el ejército serían problemas fuertes a lo largo de la década, que requerían atenderse con estrategias distintas. La confrontación no era la opción viable aplicable a cualquier asunto que presentara una corriente divergente a la voluntad presidencial, se necesitaba desarrollar la negociación y la disciplina. Con los norteamericanos, particularmente, había que ser cuidadosos; en esta década se negociaron temas vitales como la deuda externa y el petróleo, pero el telón de fondo fue la soberanía, que ésta no se viera comprometida a cambio del reconocimiento del gobierno estadounidense, el cual se logró en 1923 durante la administración obregonista a través de los acuerdos de Bucareli, cuyos temas centrales consistían en las reclamaciones económicas de los inversionistas afectados durante la Revolución, la deuda y el petróleo.15

El Estado debía reconstruirse, se necesitaba dinero rápido y había enormes necesidades, y éste podía provenir del crédito internacional y de los impuestos a las compañías extranjeras establecidas en el territorio. Para ello era necesario generar confianza hacia el exterior, principalmente hacia Estados Unidos, y para que eso se diera había que poner en orden al país, y eso le correspondía al conjunto de autoridades emanadas de la Revolución, al presidente y al Congreso. Así estaba diseñada la república, la cual tenía una nueva constitución pero requería instituciones: había que crear el marco jurídico para sustentar la administración.

La construcción y consolidación del grupo hegemónico 

En la historia nacional, particularmente en la primera década del siglo xx, Adolfo de la Huerta, Álvaro Obregón y Plutarco Elías Calles, originarios del estado de Sonora, conformaron un grupo hegemónico que definió el rumbo del movimiento revolucionario a partir de 1914. El diseño institucional, producto de las transformaciones en los grupos de poder, generó una nueva estructura del aparato estatal, aunque posteriormente vino una etapa de conflictos políticos desatados en el grupo sonorense por la disputa del poder presidencial, que reorganizaron las pautas del sistema político.16

Después de la constitución de 1917 hubo esfuerzos significativos por implantar un sistema parlamentario, que hubiese contrastado drásticamente con nuestro sistema de gobierno presidencial, el cual derivó en un sistema con características propias, denominado, en términos propuestos por Jorge Carpizo, “presidencialismo mexicano”,17 que relega la participación del Congreso en un sistema de equilibrio de poder. De haber triunfado este esfuerzo impulsado en la primera legislatura del presidente Obregón, hubiese cambiado de manera significativa el sistema de división de poderes del Estado mexicano. Pablo Piccato afirma que “durante la década que siguió al levantamiento de Francisco I. Madero, el establecimiento de un régimen parlamentario en México parecía próximo a convertirse en realidad” (Piccato 1997, 65). Este estudio demuestra que no siempre se planteó como realidad del Estado posrevolucionario la prevalencia de un sistema presidencialista; el último intento del Congreso por lograr las reformas constitucionales para un gobierno de gabinete confrontó en 1921 al presidente Obregón con el Partido Liberal Constitucionalista (plc) que lo había llevado al triunfo electoral.18

La xxix Legislatura, correspondiente a los años 1920-1922, fue testigo de dicho enfrentamiento, que orilló al rompimiento del plc con Obregón. Este distanciamiento se suscitó porque a Obregón le preocupaba la fuerza política que iban cobrando dentro de su gobierno y en el Congreso los “peleceanos”, que vino a complicarse con la elección del ayuntamiento de la capital de la república debido a la preminencia de este partido ante las otras dos fuerzas políticas, los cooperatistas y laboristas, que repercutió en una maniobra política de Obregón y Calles para debilitarlos en el Congreso.19

¿Por qué fue derrotado el intento parlamentarista presentado en el Congreso? Las razones que argumenta Piccato aluden a la debilidad de la opinión pública para ganar terreno en la creación de un ambiente favorable al parlamentarismo, la capacidad de movilización que no pudo ser sostenida por los partidarios del plc contra las maniobras políticas de sus opositores, y la capacidad técnico institucional de los congresistas para hacer posible un órgano de representación preparado profesionalmente para los diversos temas de la administración pública.20

En la década de los veinte había fuerzas que obstruían a los presidentes Obregón y Calles en sus proyectos económicos, políticos y sociales, por lo que requerían el apoyo del Congreso. Jeffrey Weldon, al revisar el papel del presidente como legislador, nos demuestra, con base en el índice de iniciativas aprobadas provenientes del Ejecutivo federal en los años posteriores al constituyente de 1917, que el presidente de la república no era tan exitoso en sus iniciativas ante el Congreso, como tradicionalmente lo enfocan los análisis sobre el presidencialismo de esos años, alimentando “el mito de que el presidente siempre ha sido un poderoso legislador” (Weldon 1997, 120).

El conocer las diversas posiciones políticas de los representantes populares por Sonora permite evaluar su capacidad de apoyo o resistencia a los proyectos legislativos de los presidentes Obregón y Calles. En este periodo de estudio podemos afirmar que no había un sistema de partidos estable ni un gobierno unificado, condición que arrojó un presidencialismo acotado, limitado por los grupos opositores en el Congreso. Weldon señala por presidencialismo “la extrema concentración de poder en manos del presidente” (ibíd., 117), lo cual no ocurrió en los años veinte, ya que el presidencialismo se consolida a partir de 1937 con el general Cárdenas, con el fortalecimiento de las estructuras corporativas del pnr, y el exilio del “jefe máximo” de la Revolución.21

Si hubiese existido un presidencialismo fuerte de los caudillos sonorenses el Congreso se hubiera sometido a su voluntad, ya que con él se materializan los proyectos políticos y económicos de las gestiones presidenciales. Sin embargo, no ocurrió así, y Weldon comprueba que

el Poder Ejecutivo era más débil de lo que se pensaba, legislativamente hablando, en los primeros años revolucionarios. […] Debo señalar que antes de la fundación del pnr en 1929, las iniciativas presentadas por diputados o por comisiones tuvieron igual o mayor éxito que las iniciativas del presidente. La principal diferencia se encuentra en las tasas de rechazo. Muchas más iniciativas presentadas por diputados fueron rechazadas que las presentadas por el presidente. Cabe agregar que en cinco de las seis legislaturas anteriores al pnr, hubo un porcentaje mayor de iniciativas de leyes públicas del Poder Ejecutivo no resueltas, comparadas con las del Congreso. La Cámara de Diputados parecía más interesada en resolver sus propias iniciativas, ya fuera a favor o en contra, en lugar de tomar en cuenta las del presidente. De hecho, esto se observa hasta 1932. Es en este momento cuando el pnr empezó su proceso de centralización y la disciplina partidaria cerró filas (ibíd., 132).

Esta condición de debilidad se puede medir de una manera práctica, evaluando la eficiencia del presidente de la república en el Congreso. Hasta 1929, “antes de la fundación del partido oficial, la mayoría de la legislación pública se originó en la Cámara y no en el Poder Ejecutivo” (ídem). Por su parte, Javier MacGregor ha señalado esta etapa como un momento definitorio para el sistema político mexicano, recuperando el valor del estudio del congreso mexicano para la comprensión de nuestro sistema político; así lo expresa cuando escribe: “La Cámara de Diputados es un mirador privilegiado para entender y recuperar la política mexicana en los años veinte” (MacGregor 1997, 150). En estos años se definen las características del sistema político, al margen de la concepción caudillista del Ejecutivo federal de los años veinte; el Congreso es la oportunidad para “comenzar a introducir los matices” (ibíd., 148), un papel en cuyo conocimiento es necesario avanzar.

Estudiar los mecanismos parlamentarios permite comprender la formación de una cultura política, que en el trabajo del Congreso contribuirá a conocer mejor los procesos electorales, los partidos políticos, las finanzas nacionales y el desarrollo regional; es decir, el Congreso puede ser el hilo conductor de una investigación, ya que como señala MacGregor: “no hay problema político relevante que no haya sido con mayor o menor profundidad discutido en las cámaras, particularmente en la de Diputados” (ibíd., 148-149). El análisis de los temas discutidos en la Cámara de Diputados del México de los años veinte permite conocer la formación política del Estado mexicano posrevolucionario, que busca revestir el marco jurídico e institucional de la constitución de 1917, la cual hasta entonces contenía los acuerdos esenciales pero carecía de la infraestructura legal e institucional que el Estado estaba obligado a proveer.

Es esta década compleja, desde 1920 hasta 1929, la que aborda la presente investigación, situada entre el periodo armado de la Revolución (1910-1929) —donde el país se encuentra convulsionado por la guerra— y los años treinta, cuando empiezan a funcionar mecanismos institucionales de transmisión y ejercicio del poder. Se puede ver desde diferentes perspectivas, pero la relativa a la comprensión de los procesos parlamentarios es quizá una de las vetas más amplias. Si comprendemos estos años podemos explicarnos la formación del Estado mexicano: “Los años veinte en nuestro país definen en buena medida el andamiaje institucional del sistema político contemporáneo, y lanzan al país, en plena etapa de reconstrucción, en pos de una modernización interrumpida” (ibíd., 151).

Según MacGregor, ésta es la etapa de la “definición de las nuevas direcciones institucionales y políticas” (ibíd., 152): definiciones para el movimiento obrero, para las organizaciones sociales y campesinas,22 para el movimiento cultural nacionalista y la renovación educativa encabezada por Vasconcelos al frente de la Secretaría de Educación. Nueva dirección política para la organización económica del Estado, la vida de los partidos políticos, el sometimiento de las rebeliones, y —muy importante— nuestra relación bilateral con Estados Unidos. El autor revisa las etapas del desarrollo nacional y afirma que todas estas facetas del Estado mexicano, visto desde la óptica del Congreso, revelarán su importancia.

MacGregor también enfatiza el estudio de los partidos políticos, los procesos electorales y los legisladores que son revisados en la Cámara de Diputados en diversas etapas, desde la recopilación del material electoral, la calificación y validación de la elección en el Colegio Electoral, la conformación de bloques parlamentarios, y su desempeño en tribuna, para aproximarnos en el conocimiento del papel del Congreso. Este conjunto de etapas se retoman para analizar el papel de los diputados federales por Sonora en esos “años clave para el grupo hegemónico sonorense”,23 así como su impacto político en la entidad.

En el periodo 1920-1929 fueron presidentes de la república tres revolucionarios sonorenses. Las relaciones de éstos con los legisladores federales coterráneos resulta un nexo interesante para comprender la naturaleza y características del sistema político mexicano.24 Ignacio Almada y José Marcos Medina detectaron una influencia importante en la gestión de dichos presidentes y el impacto de esta influencia a nivel local. A esta injerencia o control, tanto sobre los militares destacados en Sonora como sobre los funcionarios públicos, le denominaron “condominio político y económico en la entidad”,25 señalando que esta presencia generó estabilidad en el grupo dominante que provenía del estado de Sonora.

Los autores expresan que esa estabilidad no fue gratuita, sino que se debió a las redes de poder que controlaban a nivel local Obregón y Calles, y que permitían el acuerdo político para el desarrollo económico de la entidad.26 La consigna del grupo hegemónico era que en Sonora no se podía permitir el desequilibrio social del resto del país, ya que afectaba directamente sus intereses personales; por tanto, lo que ocurriera en la entidad y lo que hicieran sus autoridades, tanto en el Congreso local como en los municipios, debía llevar el visto bueno de los generales sonorenses, ya que esta condición les otorgaba “legitimidad para gobernar”.27

Al margen de la capacidad de hacer negocios a nivel local y de las redes de intereses, tanto económicos como políticos, producto de sus redes familiares y de amistad con los grupos locales, ¿por qué les interesaría a Obregón y Calles tener legitimidad para gobernar a dos mil kilómetros de distancia de la capital del país? Principalmente debido a tres factores: sus negocios en el estado les redituaban ganancias personales; el control de Sonora les podría proporcionar armas por su vecindad con los norteamericanos y soldados (yaquis y mayos) para la defensa y sostenimiento de su gobierno; y, desde la capital de la república, los únicos que podían evaluar su capacidad de gobierno y de control político en Sonora eran sus vecinos del norte. 

Por tanto, retomando esta última consideración, la estabilidad política del estado era la manera de mostrar a Estados Unidos cómo debía gobernarse el resto del país: si Sonora proyectaba una imagen favorable se abrirían las condiciones para la inversión extranjera y los negocios. Como sostienen Almada y Medina, el acuerdo político-económico de Obregón y Calles sobre Sonora trajo estabilidad política en la entidad, evitó desequilibrios como los gobiernos paralelos de Sinaloa y Chihuahua —con un gobernador desconocido por el Congreso—, evitó también rupturas entre gobernadores y los jefes de operaciones militares, y —muy importante para los inversionistas—disipó los efectos “nocivos” del sindicalismo.

Por esta condición de arreglo político-económico local entre los principales jefes de la Revolución, Obregón y Calles, se puede explicar que solo ocho meses después de la muerte del primero de ellos se rebelaran sus partidarios contra Calles, en marzo de 1929, a través del Plan de Hermosillo. En dicha ciudad los obregonistas habían establecido sus alianzas con los directamente afectados, convirtiéndose así en “el epicentro de la llamada rebelión escobarista, revolución renovadora o Plan de Hermosillo estuvo en la capital de la entidad”,28 lo que derivó en una crisis política que tuvo que ser atendida a la brevedad por los callistas para imponer un nuevo orden a partir de 1929.

José Alfredo Gómez Estrada (2007) elaboró una aportación al estudio histórico de los personajes sonorenses que se constituyeron en élite económica y política en el periodo revolucionario y que permaneció hasta los años treinta del siglo xx, estudiando los vínculos de las camarillas sonorenses y su ascenso militar y prosperidad económica, conduciendo su análisis hacia los demás personajes de la entidad que actuaron con los ex presidentes como grupo de influencia que facilitó su trayectoria política y empresarial. Para comprender la consolidación de este grupo y su desarrollo estable y exitoso en un periodo crítico de la vida del país es importante detenerse a analizar una de las hipótesis de Gómez Estrada, quien explica que en el periodo 1920-1934 “los desacuerdos dentro de la camarilla fueron mínimos […] Los miembros de ésta actuaron de manera concertada en la consecución de propósitos institucionales y personales afines: fortalecimiento del Estado, ascenso en sus carreras militares y políticas, conservación de cargos en dependencias estatales, enriquecimiento individual y creación-consolidación de sus empresas particulares” (ibíd., 15-16).

El periodo de estudio abarca también la vida de Abelardo L. Rodríguez, quien fuera presidente de la república desde septiembre de 1932 hasta noviembre de 1934, durante la última etapa del Maximato callista, en torno al cual se consolidaron dos grupos de sonorenses: por un lado los denominados “grandes jefes” —Álvaro Obregón y Plutarco Elías Calles—, que representaban el mando y la toma de decisiones en el periodo de la consolidación en el poder, y por otro los operadores que aprovechaban estos vínculos para ejercer influencia en los negocios y en la redes de la política local.

Siendo presidente Adolfo de la Huerta, en 1920, se presentaron las condiciones para consolidarse como grupo político, mantener la presidencia, y no perder sus vínculos empresariales. Aquí la aportación de Gómez Estrada, quien sostiene que la red política de los sonorenses se armó a la par de la política por interés económico, ha quedado demostrada en la correspondencia y las sociedades formadas durante el periodo, posibilitando su permanencia en el poder con un grado aceptable de cohesión durante más de una década, porque se fortalecieron política y económicamente al amparo de éste. Con las bases teóricas empleadas se explica el devenir histórico del grupo a través del estudio de las teorías de las élites y del Estado para la integración y operación de dicha camarilla en el México posrevolucionario, lo que los identifica como grupo hegemónico. 

El poder político y su institucionalización

“El México de 1920 difícilmente podía darse el lujo de una transmisión pacífica del poder. Aun cuando los marcos institucionales estaban dados, la presencia de los caudillos dificultaba que el país adecuara su realidad a las leyes” (Matute 1980a, 189). Es en esta guerra interna entre caudillos que Álvaro Obregón llega a la presidencia, apoyado por Adolfo de la Huerta y Plutarco Elías Calles, enfrentando un país convulsionado por conflictos locales. De manera que sólo podía gobernar quien hubiera ganado en la guerra, y ése era por el momento el general Obregón, al mando de la terna sonorense, quien supo tomar distancia a tiempo del desenlace fatal de Venustiano Carranza y aprovechó el impulso del Plan de Agua Prieta en 1920. Ambos eventos, junto con la renuncia a la candidatura de su contrincante político, el general Pablo González, abrieron la posibilidad al triunfo de Obregón.

En 1920 se impuso el grupo encabezado por Obregón, acompañado por Calles y De la Huerta, pero hacia su interior no se garantizaba ni la unidad de mando o de acción; había diversidad de fines, sustentados en la idea de que había que sobreponerse a todos y a todo aquello que intentara arrebatarles el poder. La cultura en la cual se habían forjado estos personajes distaba mucho del conjunto social nacional. El país era diferente, no se podía homologar con lo que habían logrado con éxito en Sonora; los negocios, la guerra y la política habían sido redituables para ellos en el noroeste, pero no se podía extender la misma fórmula al resto del país. 

Estados Unidos vigilaba entonces a México con una lupa atenta a sus intereses económicos, preocupándoles más la consolidación de sus capitales que de las insurrecciones militares; en ese sentido su apoyo podía variar de un momento a otro, de un personaje o de una rebelión a otra, pero eso sí, sus intereses económicos tenían que ser estables. Éste era el motivo por el cual vacilaban entre reconocer al gobierno de Obregón o no; en estas circunstancias el Estado era débil, fraccionado en liderazgos y cacicazgos regionales, lo cual convenía a los norteamericanos pero perturbaba demasiado al grupo gobernante. ¿Cómo controlar al país? ¿Cómo uniformar esa masa amorfa? Imponer por la fuerza los cambios era la manera como los gobernantes del México posrevolucionario interpretaban el alcanzar y mantenerse en el poder: aplastar lo mismo fuera a los yaquis y a los religiosos que a los militares rebeldes o a los líderes obreros. 

Durante la administración de Calles (1924-1928) la Revolución realizó un esfuerzo por institucionalizarse con un programa de desarrollo nacional dual, de ideología nacionalista y economía capitalista. Calles recibió la presidencia de Obregón a un alto costo político que lo desgastó bastante en garantizarle la transmisión del poder, razón por la cual intentó sacudirse el peso del influyente caudillo y ex presidente y fortalecer sus alianzas con personajes como el líder obrero Luis N. Morones y el general Joaquín Amaro. Su gobierno se complicó por el conflicto cristero y la relación tensa con Estados Unidos a causa del petróleo, empero, la muerte de Obregón en 1928 lo fortaleció en el poder, y en el último año de su gestión como presidente de la república debilitó a los obregonistas y contuvo a los grupos políticos que lo presionaban con la creación del Partido Nacional Revolucionario (pnr). 

Fue durante la gestión presidencial de Calles que se creó el Banco de México y la Comisión Bancaria y se apoyó la construcción de carreteras y el ferrocarril; sin embargo, México vivía un desarrollo regional desigual. Gracias al petróleo se recibían recursos, pero se dependía económicamente de Estados Unidos y los problemas del país eran muy graves en esa época, con una economía que se sumía en la crisis y un país que no se recuperaba de la sangrienta lucha armada. No bastaban el poder y la voluntad presidencial para llevar a cabo un proyecto nacional, el Estado estaba en construcción y no hubo un acuerdo generalizado sobre qué país se quería y quiénes lo debían gobernar.

El poder presidencial en los años veinte se obtuvo por la vía electoral, siendo la imposición de candidaturas el motivo del conflicto, no la elección constitucional. El triunfo de Obregón en 1920, el de Elías Calles en 1924, y la reelección frustrada de Álvaro Obregón en 1928, fueron triunfos en las urnas. A excepción del nombramiento de Adolfo de la Huerta por el Plan de Agua Prieta en 1920 y la designación por el Congreso de Emilio Portes Gil en 1928 como presidente provisional, se celebraron elecciones presidenciales legales durante la década. 

Los líderes sonorenses de la Revolución ambicionaban el poder presidencial, y no se puede establecer con certeza en qué medida estaban comprometidos con un proyecto nacional o un programa de partido que hubiera impulsado sus candidaturas. Lo que sí se puede confirmar es su ambición personal, legítima, pues habían arriesgado su vida en la Revolución y eso daba derecho, al menos, a aspirar a un cargo público. El triunfo en la lucha los autorizaba moralmente para buscar el poder, y la elección constitucional les otorgaba legalidad y legitimidad. A esta condición Gaetano Mosca le denomina “fórmula política”, que es la “base jurídica y moral sobre la que se apoya el poder de la clase política en todas las sociedades” (Mosca 1984, 132).

La Revolución y la constitución de 1917 empezaban a representar el discurso ideológico de la nueva clase política gobernante, surgida, como señalamos, de la clase media. En este sentido, agrega Mosca, la clase política no justifica su poder con el solo hecho de poseerlo, sino que “procura darle una base moral y hasta legal, haciéndolo surgir como consecuencia necesaria de doctrinas y creencias generalmente reconocidas y aceptadas en la sociedad regida por esa clase” (ibíd., 131). La base moral de los años veinte eran los ideales revolucionarios, la legal, la constitución de 1917; en ambas se había participado, por lo que se tenía derecho para opinar, modificarla y adaptarla a sus intereses.

Esta clase media que triunfó en la revuelta revolucionaria generó una nueva élite política que reclutó a sus integrantes y los fue promocionando a posiciones políticas que permitieron una continuidad en los cargos públicos desde 1900 hasta los años setenta del siglo xx. Ésta es la idea que sostiene Peter H. Smith, al señalar que la clase media es un estrato privilegiado que se ha mantenido en el poder en México. En su estudio, el autor manifiesta la siguiente conclusión: “la élite política del siglo xx estaría definida como el grupo de personas que han ocupado un cargo público de importancia a nivel nacional en cualquier momento del periodo comprendido entre 1900 y 1971” (Smith 1981, 19). La clase media gobernante surgida de la Revolución había logrado la consolidación del poder pero no evitó la brecha social del capitalismo, al contrario, se integró y la fomentó, conjuntando los intereses de la élite y promoviendo el desarrollo de una economía capitalista.

No cabe duda de que con el tiempo el estado mexicano ha alentado, promovido y defendido el desarrollo de una economía capitalista. La evidencia circunstancial da lugar a un silogismo convincente: los empresarios nacionales han sido beneficiarios de la política gubernamental; ergo los políticos han estado beneficiando a propósito los intereses de los empresarios. El poder político va de la mano con el poder económico y México está firmemente controlado por una élite del poder unida, resuelta y exclusiva (ibíd., 226).

De esta manera se fue tejiendo y consolidando el entramado del poder en México después de la revolución armada, con la llegada en 1920 de un grupo triunfante que logró mantenerse como eje rector gobernante ocupando las posiciones políticas clave de la burocracia del Estado mexicano y que moduló el proyecto de la presidencia de la república como cúspide del ejercicio del poder en el sistema político. Desde la presidencia se pretendía componer el país, pero el país era mucho más complejo que eso, y las escasas comunicaciones seguían distanciando al centro de las regiones y en las regiones no mandaba el presidente, existía el contrapeso de los caciques locales.

Para Max Weber, por Estado debe entenderse “un instituto político de actividad continuada, cuando y en la medida en que su cuadro administrativo mantenga con éxito la pretensión al monopolio legítimo de la coacción física para el mantenimiento del orden vigente” (Weber 2008, 44). De esta manera, el Estado es una comunidad que emplea como medio específico la coacción legítima y la capacidad de dominación del cuadro administrativo (funcionarios), siempre y cuando sea validada por los integrantes de la asociación política (habitantes) en un espacio físico determinado (territorio). Esta definición nos ayudará a entender el orden prevalente posterior a la Revolución, porque se genera a partir de la dominación y el ejercicio de la violencia como instrumento legal y racional: el Estado posrevolucionario encuentra justificación en la coacción física y el monopolio legítimo de la fuerza, como se explica más adelante, al igual que el tipo de dominación que se establece de acuerdo con esta teoría sociológica.

Atendiendo la realidad histórica, propuesta en la sociología política de Weber, considero que el proceder político de Obregón se apega al tipo de dominación legítima de carácter carismático que emplea este autor para clasificar al tipo de autoridad proveniente del líder. Señala el filósofo alemán que en esta clasificación el fundamento primario de la legitimidad descansa en la entrega extra-cotidiana a la santidad, heroísmo o ejemplaridad de una persona y a las ordenaciones por ella creadas o reveladas, así agrega: “En el caso de la autoridad carismática se obedece al caudillo carismáticamente calificado por razones de confianza personal en la revelación, heroicidad o ejemplaridad, dentro del círculo en que la fe en su carisma tiene validez” (ibíd., 173).

Obregón disponía de elementos para representar un líder carismático en términos weberianos, carisma entendido como cualidad extraordinaria de la personalidad.29 Era un comandante triunfador de las batallas revolucionarias, el estratega; también se le atribuían dotes de hábil negociador político, orador inteligente, y de una memoria extraordinaria. Todo ello lo revestía de una gran confianza ante sus hombres, y sus cualidades permitían mantener su dominación carismática, ya que en su búsqueda por la presidencia siempre tuvo oportunidad de corroborarlas entre sus seguidores. Esta condición representa el “reconocimiento” de los dominados y su autoridad sobre ellos, lo que podemos confirmar a través de su éxito permanente, tanto militar como político, ya que quien se cobijaba bajo el manto obregonista obtenía los beneficios del poder —lo que Weber señala como el “bienestar de los dominados” (ibíd., 194). Este proceder fue emulado por Calles, quien tuvo en Obregón a su maestro político, y aunque no logró desarrollar un liderazgo carismático como el suyo —ni tampoco lo necesitó— podríamos señalar que su liderazgo, en términos weberianos, fue burocrático o tradicional.

Ambos líderes forjaron corrientes de seguidores en sus trayectorias políticas. Los enfrentamientos entre obregonistas y callistas eran en ocasiones sutiles golpes políticos, evitándose la confrontación directa, aunque sí se presentaba, al margen aparentemente de su voluntad conciliadora. Sin embargo, la dominación carismática no admite cambios racionales de jefe o cálculos políticos; su entrega es irracional, personal y voluntaria, y no sigue reglas, sigue la suerte del jefe. Los diputados federales que en este trabajo se estudian serán la confirmación de lo anterior: quien siguió a Obregón siguió su suerte, lo mismo que quien se consideraba callista. 



OEBPS/Images/pag_5.png
ELCOLEGIO

DE SONORA

DEL PLAN DE AGUA PRIETA
AL PLAN DE HERMOSILLO.

__9%__

El papel de los diputados federales
por Sonora, 1920-1929

Jacobo Mendoza Ruiz





OEBPS/Images/Portada_Del_Plan_de_Agua_Prieta.png
ELCOLEGIO
DESONORA

DEL PLAN DE AGUA PRIETA

AL PLAN DE HERMOSILLO.
%"
El papel de los diputados federales
por Sonora, 1920-1929

>ndoza Ruiz





